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Montevideo, 10 de agosto de 2006. 
 

A un año de la entrega de los informes de las Fuerzas Armadas al Poder Ejecutivo 
 

Hace un año, las Fuerzas Armadas entregaron al Presidente de la República informes 
oficiales sobre la suerte corrida por algunos de los uruguayos detenidos desaparecidos, según 
información interna por ellas obtenida. 
 
Esa información era, en muchos aspectos, contradictoria con la oportunamente brindada  por la 
Comisión para la Paz (ver cuadro comparativo que se adjunta, dado a conocer por Familiares 
en setiembre de 2005). 
 
Hechos posteriores demostraron que la información oficial entregada por los Comandantes en 
Jefe de las tres armas era falsa.  
 
Así, mientras el Ejército Nacional informó que los restos de Fernando Miranda habían sido 
originalmente inhumados en el Batallón 14, luego exhumados, cremados y sus cenizas 
esparcidas en el terreno, el trabajo de técnicos permitió identificar los restos de Miranda 
inhumados clandestinamente en predios del Batallón 13. 
 
Otra parte de la información, después de un año, no ha podido ser corroborada. Por ejemplo: el 
entonces Comandante en Jefe del Ejército acompañó a Macarena Gelman al lugar donde, 
según sus fuentes, estarían los restos de su madre desaparecida en el Batallón 14. Tras largas 
jornadas de excavaciones realizadas por equipos especializados, ni allí ni en otros lugares de 
esa dependencia militar, fueron encontrados los restos de María Claudia ni de ningún otro 
desaparecido. 
 
Asimismo, tampoco se han encontrado indicios serios que permitan sostener la existencia de la 
denominada “operación zanahoria”.  
 
Según entonces informara la Fuerza Aérea, el 5 de octubre de 1976, se realizó un “segundo 
vuelo”, en el que se trasladó clandestinamente desde Buenos Aires a Montevideo, más de una 
veintena de uruguayos prisioneros. De acuerdo a esa versión, estas personas habrían sido 
entregadas directamente al Servicio de Información de Defensa. Doce meses después nada ha 
respondido el Ejército Nacional respecto de esta incriminación; además, tras ese lapso, ni 
siquiera se ha podido saber los nombres de aquellos que habrían sido trasladados. 
La Fuerza Aérea reconoce solamente dos traslados desde Argentina a Uruguay, cuando 
existen testimonios de otros vuelos. 
La información proporcionada por dicha fuerza, en relación a los restos de Arpino Vega, no ha 
podido ser corroborada aún. 
 
En el informe del año pasado, la Armada Nacional manifestó que no había participado en 
operativos de desaparición forzada de personas en territorio uruguayo. Sin embargo, cuando 
se le requirió que investigara sobre la relación de detenciones llevada adelante por esa Arma a 
fines de 1977 y la desaparición de un número importante de uruguayos, en esas fechas, en 
Argentina, han brindado información adicional, pero no toda la que poseen. 
 
En conclusión: El  directo accionar de las Fuerzas Armadas en el presente y en el pasado,  
lleva a  que existen hoy más de 200 detenidos-desparecidos. 



Se mintió y se miente, se ocultó información. Se le mintió al Presidente de la República y a toda 
la sociedad. Y la mentira es  institucional, pues los informes entregados al Presidente de la 
República eran oficiales y respondían a una decisión institucional del Poder Ejecutivo y de las 
Fuerzas Armadas. En tal situación, son las Fuerzas Armadas, como institución, las que resultan 
cuestionadas. 
 
Frente a la mentira institucional, ¿qué va a hacer el Gobierno? 
 
Hoy asistimos a la reiteración de las mentiras, que se intentan trasmitir a través de los medios 
de comunicación; a la desinformación, que parece parte de una estrategia de ocultamiento. 
 
Nos preocupa, ya no sólo como familiares de detenidos desaparecidos, sino como miembros 
de la sociedad, la formación de una cultura de impunidad y de  una cultura de tolerancia de la 
mentira.  
Frente a la mentira, el ocultamiento y la impunidad las autoridades democráticas deben tomar 
medidas. De otra forma, la institucionalidad democrática avala esa mentira y esa impunidad, y 
en ellas educa a toda la sociedad.  
 

¿Es sobre esas bases que queremos construir nuestra democracia? 
 

 

Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos-Desaparecidos 
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